
MARCO REGULATORIO DEL SECRETO BANCARIO EN
COSTA RICA: 

Código de Comercio. 

“Artículo 615:

Las cuentas corrientes bancarias son inviolables y los Bancos solo podrán suministrar 

información sobre ellas a solicitud o con autorización escrita del dueño, o por orden de 

autoridad judicial competente. Se exceptúa la intervención que en cumplimiento de sus 

funciones determinadas por la ley haga la Superintendencia General de Entidades 

Financieras.” 

Código Penal. 

“Artículo 203. Divulgación de secretos.

Será reprimido con prisión de un mes a un año o de treinta a cien días multa, el que 

teniendo noticias por razón de su estado, oficio, empleo, profesión o arte, de un secreto 

cuya divulgación puede causar daño, lo releve sin justa causa. 

Si se tratare de un funcionario público o un profesional se impondrá, además 

inhabilitación para el ejercicio de sus cargos y oficios públicos, o de profesionales 

titulares, de seis meses a dos años.”   

“Articulo 339. Divulgación de secretos.

Será reprimido con prisión de tres meses a dos años el funcionario público que divulgare 

hechos, actuaciones o documentos, que por ley deben quedar secretos.” 

Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. 

Artículo 132. Prohibición.  

Queda prohibido al Superintendente, al Intendente, a los miembros del Consejo 

Directivo, a los empleados, asesores y a cualquier otra persona, física o jurídica, que 

preste servicios a la Superintendencia en la regularización o fiscalización de las 

entidades financieras, dar a conocer información relacionada con los documentos, 

informes u operaciones de las entidades fiscalizadas. La violación de esta prohibición 

será sancionada  según lo dispuesto en el artículo 203 del Código Penal. Tratándose de 



funcionarios de la Superintendencia constituirá, además, falta grave para efectos 

laborales. 

Se exceptúan de la prohibición anterior: 

a) La información que la Superintendecia deba brindar al público en los casos y 

conforme a los procedimientos expresamente previstos en esta ley. 

b) La información requerida por autoridad judicial competente. 

c) La información solicitada por la Junta Directiva del Banco Central, por acuerdo de 

por lo menos 5 de sus miembros, en virtud de ser necesaria para el ejercicio de las 

funciones legales propias de ese órgano. En estos casos, los miembros de la Junta 

Directiva y demás funcionarios del Banco Central estarán sujetos a la prohibición 

indicada en el párrafo primero de este artículo. 

d) La información de interés público, calificada como tal por acuerdo unánime del 

Consejo Directivo.   

Salvo en los casos que esta Ley establece, ningún funcionario de la Superintendencia o 

miembro del Consejo Directivo podrá hacer público su criterio acerca de la situación 

financiera de las entidades fiscalizadas. 

Sin perjuicio de las sanciones aplicables, el Superintendente deberá informar al público, 

por lo medios y en la forma que estime pertinentes, sobre cualquier persona, física o 

jurídica, nacional o extranjera, que realice actividades de intermediación financiera en 

el país sin estar autorizada de conformidad con esta ley”.  

“Artículo 133.- Reglas para manejar información.

De la información que la Superintendencia mantiene en virtud del ejercicio de sus 

labores de supervisión preventiva, en materia de concentración de riesgos crediticios, la 

Superintendencia podrá informar a las entidades fiscalizadas sobre la situación de los 

deudores del sistema financiero, de acuerdo con las reglas que se establecen en los 

incisos siguientes:  

a) Cuando una entidad financiera, en la evaluación de una solicitud de crédito, estime 

necesario conocer la situación del solicitante en la atención de sus obligaciones en el 

Sistema Financiero Nacional, podrá solicitarle a éste su autorización escrita para que la 

entidad consulte en la Superintendencia sobre su situación.  

b) La entidad supervisada enviará a la Superintendencia la autorización escrita del 

solicitante, así como la indicación del funcionario o empleado de esta a quien la 

Superintendencia comunicará la información solicitada. La entidad será responsable 

por el adecuado uso de la información recibida. c) La entidad supervisada entregará 



copia al solicitante del crédito, de la información recibida de la Superintendencia, a 

efecto de que este pueda revisar la veracidad de los datos. Cuando el solicitante 

estime que los datos no reflejan la situación real de sus obligaciones, podrá dirigirse a la 

Superintendencia a efecto de que esta aclare la situación.  

d) Queda prohibido a los funcionarios, empleados y administradores de las entidades 

fiscalizadas y de la Superintendencia, suministrar a terceros cualquier dato de la 

información a que se refiere este artículo. Quien violare la prohibición anterior o los 

funcionarios, empleados y administradores que dolosamente alteren, registren o brinden 

información falsa o que no conste en los registros o certificaciones de la 

Superintendencia, serán sancionados con una pena de prisión de tres a seis años, sin 

perjuicio de la responsabilidad penal establecida anteriormente. El funcionario, 

empleado o administrador que infrinja lo señalado en este artículo será destituido de su 

cargo, sin responsabilidad patronal.  

e) La Superintendencia deberá establecer las medidas internas que estime necesarias 

para salvaguardar la confidencialidad de la información a que se refiere este artículo. 

 f) La información que otorgue la Superintendencia sobre la situación de 

endeudamiento del solicitante de un crédito, no implica calificación alguna sobre su 

solvencia y liquidez, por lo que la Superintendencia no será responsable por créditos 

otorgados por las entidades fiscalizadas con base en la información suministrada.” 

Ley Reguladora del Mercado de Valores. 

“Artículo 108. Actuación de participantes.  

Los participantes en el mercado que reciban órdenes, las ejecuten o asesoren a clientes 

respecto de inversiones en valores, deberán actuar con cuidado y diligencia en sus 

operaciones, realizándolas según las instrucciones estrictas de sus clientes o, en su 

defecto, en los mejores términos, de acuerdo con las normas y los usos del mercado. La 

información que dichos participantes tengan de sus clientes será confidencial y no 

podrá ser usada en beneficio propio ni de terceros; tampoco para fines distintos de 

aquellos para los cuales fue solicitada.” 

“Artículo 151. Intercambio de información.



La Superintendencia podrá intercambiar información con organismos supervisores 

similares de otros países, siempre que exista reciprocidad y que, cuando se trate de 

información confidencial, el organismo supervisor correspondiente esté sujeto a 

prohibiciones de divulgación de esa información, equiparables a las indicadas en esta 

ley.” 

Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No 

Autorizado, Legitimación de Capitales y Actividades Conexas. 

“Artículo 24.  

Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a 

las transacciones sospechosas, tales como las que se efectúen fuera de los patrones de 

transacción habituales y las que no sean significativas pero sí periódicas, sin fundamento 

económico o legal evidente. Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de supervisión 

y fiscalización.” 

“Artículo 25.  

Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen 

actividades ilícitas o se relacionan con ellas, incluso las transacciones que se deriven de 

transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones financieras deberán 

comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y 

fiscalización correspondiente, el cual las remitirá inmediatamente a la Unidad de Análisis 

Financiero.” 

Código de Normas y Procedimiento Tributarios. 

“ARTICULO 106. 

Deberes específicos de terceros.  

Los deberes estipulados en este artículo se cumplirán sin perjuicio de la obligación 

general establecida en el artículo anterior, de la siguiente manera: 



a) Los retenedores estarán obligados a presentar los documentos informativos de las 

cantidades satisfechas a otras personas, por concepto de rentas del trabajo, capital 

mobiliario y actividades profesionales.  

b) Las sociedades, las asociaciones, las fundaciones y los colegios profesionales 

deberán suministrar la información de trascendencia tributaria que conste en sus 

registros, respecto de sus socios, asociados, miembros y colegiados.  

c) Las personas o las entidades, incluidas las bancarias, las crediticias o las de 

intermediación financiera en general que, legal, estatutaria o habitualmente, realicen la 

gestión o la intervención en el cobro de honorarios profesionales o de comisiones, 

deberán informar sobre los rendimientos obtenidos en sus actividades de captación, 

colocación, cesión o intermediación en el mercado de capitales.  

d) Las personas o las entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuenta, valores 

u otros bienes de deudores de la hacienda pública, en el período de cobro judicial, 

están obligadas a informar a los órganos y a los agentes de recaudación ejecutiva, así 

como a cumplir con los requerimientos que ellos les formulen en el ejercicio de sus 

funciones legales.  

e) Los bancos, las instituciones de crédito y las financieras, públicas o privadas, deberán 

proporcionar información relativa a las operaciones financieras y económicas de sus 

clientes o usuarios. En este caso, el Director General de la Tributación Directa, mediante 

resolución fundada, solicitará a la autoridad judicial competente que ordene entregar 

esa información, siempre que se cumpla con lo establecido en los párrafos siguientes 

de este artículo. 

Únicamente podrá solicitarse información sobre contribuyentes o sujetos pasivos 

previamente escogidos, mediante los criterios objetivos de selección para auditoría, 

debidamente publicados por la Administración Tributaria e incluidos en el Plan Anual de 

Auditoría vigente a la fecha de la solicitud. 

Asimismo, deberá demostrarse, en la solicitud, la existencia de evidencias sólidas de la 

configuración potencial de un acto ilícito tributario.  

Además, en la solicitud podrá incluirse información sobre terceros contribuyentes 

cuando, a raíz de la investigación de uno de los contribuyentes que cumpla con los 

requisitos anteriores, se determine que estos terceros podrían estar vinculados con actos 

ilícitos tributarios.” 

Resoluciones vinculantes  de la Sala Constitucional. 



A) Definición y alcances del Secreto Bancario. 

      

Número 2004 – 14201 y 2006 – 17518: 

“De todo lo anterior puede concluirse que el secreto bancario es la obligación impuesta 

a los bancos, sean públicos o privados, de no revelar a terceros los datos referentes a 

sus clientes que lleguen a su conocimiento como consecuencia de las relaciones 

jurídicas que los vinculan. Es un deber de silencio respecto de hechos vinculados a las 

personas con quienes las instituciones bancarias mantienen relaciones comerciales, así 

como una obligación profesional de no revelar informaciones y datos que lleguen a su 

conocimiento en virtud de la actividad a que están dedicados."

Número 8127-1997: 

“...  por un lado la obligación -como regla- del órgano del Estado encargado de la 

supervisión de la actividad bancaria de guardar discreción sobre los datos que obtiene 

en el ejercicio de esa función, salvo las excepciones previstas, las que, en todo caso, 

deben seguir un trámite administrativo especial (…) .Los deberes impuestos en las 

normas anteriores también resultan inherentes a la naturaleza de la actividad bancaria, 

y tienen como fin proteger la relación cliente-banco, mediante el uso adecuado y 

legítimo de la información que éste da a la institución financiera, de manera que no se 

defraude una confianza legítimamente depositada. (…). 

Número 578-1992  

"...En general toda la actividad bancaria que involucre contratos, solicitudes y cualquier 

otro tipo de relación con particulares -como clientes-, está, por su naturaleza, 

amparada al secreto bancario. 

Las operaciones que efectúan los particulares con los bancos -como sujetos de derecho 

privado- constituyen tanto en su obtención como en la forma y el modo de su 

constitución y servicio, documentos privados que están amparados a la protección que 

establece el artículo 24 Constitucional -salvo que por su naturaleza deban constar en 

documentos públicos o en registros, también públicos, de los cuales, y sin intervención 



del banco, se podría obtener la información que ellos contengan-, así que el banco no 

puede suministrarla sino en los casos y en la forma que aquel artículo prevé para ello...". 

Número 5507-1994 

“Menos puede sostenerse que el principio del secreto bancario tiene rango 

constitucional, pues no pasa de ser una de las características que el legislador ha 

elegido para nuestro sistema, por lo que su trascendencia es únicamente legal, por lo 

que las eventualidades de su aplicación han de ventilarse y resolverse en la sede 

correspondiente, sea la civil para los daños y perjuicios irrogados o bien la penal, en 

busca de las sanciones pertinentes.” 

Número 7-1994 

“Si bien el secreto bancario - acordado por Ley especial al efecto - impide a las 

entidades financieras revelar datos a terceras personas sobre documentos privados de 

sus clientes, lo cierto es que en el caso de examen no opera, ya que el banco lo que 

hizo fue hacer llegar a las autoridades correspondientes los cheques objeto del 

conflicto, a fin de que se iniciara la investigación judicial, habida cuenta de haber 

sufrido, aparentemente, con el empleo de aquellos, un menoscabo en su patrimonio, 

situación que podría constituir un delito de acción pública, sin que tal proceder 

implique, como se dijo, una violación a lo dispuesto en el artículo 24 Constitucional, que 

de por sí no cubre el secreto bancario, pues no tiene contenido constitucional.” 

B) Limitaciones al Secreto Bancario. 

Número 4749–1999 

"X.– Sobre la necesidad de que el interesado dé su expreso consentimiento para la 

recolección y uso de datos referentes a su persona, esta Sala considera que ello es 

cierto cuando se trata de datos personales de interés meramente privado. No ocurre lo 

mismo respecto de la información que revele el historial crediticio de una persona, la 

cual es necesaria para la protección de una actividad mercantil de interés público y 

necesaria para el desarrollo, como lo es el crédito. En ese sentido, no resultaría lógico 



exigir que toda persona diera su expreso asentimiento para el almacenamiento de 

datos suyos referentes a créditos anteriores, pues posiblemente las personas con 

problemas de pago estarían renuentes a prestar sus datos, y así el sistema perdería el 

sentido que tiene. Además, procede esta información de transacciones comerciales 

realizadas por el recurrente, mismas que no obedecen a una obligación de 

confidencialidad excepto que exista pacto expreso o que así lo indique la Ley. Por lo 

anterior, también en cuanto a este aspecto considera la Sala que no lleva razón el 

petente, por lo que deberá ser desestimado el recurso, como en efecto se hace… "
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